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Resumen: A partir de una relectura de la relación que establece Kant 
entre Moral, Derecho y Política en su conocido texto “Proyecto de una 
Paz perpetua” (1795), es posible redefinir hoy los roles del Estado y de 
la Sociedad civil, en términos dialógico – consensuales, al estilo de la 
propuesta de Jürgen Habermas, teniendo como meta un fortalecimiento 
de la legitimidad del Estado democrático de derecho. Esta opción por 
un diálogo institucionalizado democráticamente, permitirá articular el 
pluralismo moral de las sociedades contemporáneas, en la búsqueda de 
consensos que faciliten, de una parte, la paz y el orden social, y de otra, 
una participación política madura que legitime el contenido y alcances 
del derecho.
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senso, Diálogo y Legitimidad.

Abstract: From the reading of the relation that Kant establishes between 
morality, law and politics in his famous text “Project for a Perpetual 
Peace” (1795), it is now possible to redefine the roles of the state and 
civil society, in terms dialogic - consensual style of Jürgen Habermas’s 
proposal, aiming at strengthening the legitimacy of the democratic rule 
of law. This option for democratically institutionalized dialogue, will 
articulate the moral pluralism of contemporary societies, in the search 
for consensus to facilitate, on the one hand, peace and social order, and 
the other, a mature political participation legitimizes the content and 
scope of the right.
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Moral, derecho y política

 Partimos de la relación estrecha establecida por Kant entre moral, dere-
cho y política en procura de la paz perpetuamente. Sus planteamientos adquieren 
hoy renovada relevancia. En efecto, los inicios de este siglo siguen marcados 
por guerras, que significan no sólo la negación del derecho internacional, de la 
legitimidad de las Naciones Unidas y del más originario sentido de ciudadanía 
cosmopolita, sino sobre todo la confirmación de lo débiles que se han vuelto los 
argumentos morales y las pretensiones de solidaridad y de justicia, también en el 
ámbito internacional, a medida que avanza la globalización neoliberal. Todavía 
en una de sus últimas entrevistas antes de morir, concedida al Semanario Alemán 
Spiegel, Karl Popper (1992), modelo de liberalismo para muchos, se refería a “la paz 
como nuestra primera meta hoy en día. Ella es muy difícil de alcanzar en un mundo 
como el nuestro, en el que existe gente como Saddan Hussein y dictadores por el es-
tilo. No nos es permi tido retroceder asustados frente a eso. Por la paz hay que hacer 
la guerra. Eso es inevitable en las actuales circunstancias. Es triste, pero tenemos que 
hacerlo si queremos salvar nuestro mundo. La firmeza es aquí de vital importancia”. 
 A quienes todavía pretenden alcanzar la paz por la guerra, les recuerda 
Kant en La paz perpetua lo que dijera un pensador griego: “lo grave de la guerra 
radica en que crea más personas malas que las que elimina” (Kant, 1966: 82). La 
razón de este juicio moral en relación con la guerra se encuentra en la Conclu sión 
a la Doctrina del derecho, donde escribe Kant en 1797: “Ahora bien, la razón prác-
tico-moral expresa en nosotros su veto irrevocable: no debe haber guerra; ni guerra 
entre tú y yo en el estado de natura leza, ni guerra entre noso tros como Estados que, 
aunque se encuentran internamente en un estado legal, sin embargo, exte riormente 
(en su relación mutua) se encuentran en un estado sin ley; -porque éste no es el modo 
en que cada uno debe procurar su derecho.” (Kant, 1995: 195).
 Hay que destacar ante todo el sentido utópico de la paz defendido aquí por 
Kant: se parte por un lado de un deber ser y por otro de un hecho histórico, el de la 
violencia y la guerra, para someterlo a la crítica y buscarle solución al problema que 
lo genera. Se trata de un imperativo, propio del razonamiento filosófico, el cual se 
sostiene por más contrafáctico que parezca, en contraste con la realidad descrita por 
los medios de comunicación, por la historia, por la misma ciencia política o por las 
ciencias sociales en general. 
 El mandato por la paz involucra no sólo las relaciones entre los ciudadanos 
en un Estado, sino entre los Estados. “Por tanto, -continúa Kant- la cuestión no es ya 
la de saber si la paz perpetua es algo o es un absurdo, y si nos engañamos en nuestro 
juicio teórico si suponemos lo primero, sino que hemos de actuar con vistas a su 
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establecimiento como si fuera algo que a lo mejor no es, y elaborar la constitu ción 
que nos parezca más idónea para lograrla (tal vez el repu blicanismo de todos los Es-
tados sin excepción) y acabar con la terrible guerra, que es el fin al que, como su fin 
principal, han dirigido hasta ahora todos los Estados sin excepción sus disposi ciones 
internas.”
 Aquí se propone el camino hacia lo que parece utópico, para rescatar en la 
realidad el significado positivo del valor de la paz; se considera que tiene sentido, 
por más que la realidad sugiera lo contrario, proponernos la paz como posible y 
orientar teleológicamente todos nuestros esfuerzos en esta dirección. Esto significa 
un desarrollo del derecho para establecer una constitución que sirva para terminar 
la guerra y posibilitar la convivencia. Hay que destacar aquí el sentido que se da a 
la Constitución: es carta de navegación, dispositivo pedagógico para aprender gra-
dualmente a resolver por concertación y acuerdos aquellos conflictos que nos hemos 
acostumbrado inveteradamente a resolver por vías violentas. Es el mismo sentido 
que se ha pretendido darle a las Naciones Unidas en las últimas décadas.
 Kant concluye: “Y aunque esto último -lo que concierne al cumplimiento 
de este propósito- quedara como un deseo irrealiza ble, no nos engañaríamos cierta-
mente al aceptar la máxima de obrar continuamente en esta dirección: porque esto es 
un deber; pero tomar como engañosa a la ley moral en nosotros mismos despertaría 
el repugnante deseo de preferir hallarse privado de razón y verse sometido, según 
sus principios, junto con las restantes clases de animales, al mismo mecanismo de la 
naturaleza” (Kant, 1995: 195).
 Kant insiste en el sentido del imperativo moral en contra de la guerra y a 
favor de la paz. No es asunto de viabilidad empírica, no se trata de un argumento po-
lítico que pudiera ser cuestionado por razones de seguridad nacional o por políticos 
oportunistas o por una “Realpolitik”. Es un deber de la razón práctica el buscar la 
paz, así todas las circunstancias indicaran que ello no es posible. Se trata, en efecto, 
como se insinuó antes, de un imperativo, como crítica de lo fáctico y como nece-
sidad práctica de que no vuelva a ser así, contando con los valores y la libertad de 
acción de los participantes. Planteamientos como éstos develan el sentido de la argu-
mentación filosófica: es crítica, es contrafáctica, expresa una esperanza normativa, 
en cierta manera es utópica. Por ello la conclusión es taxativa: quien sólo se deje 
orientar por la facticidad, por intereses particulares, renuncia a la razón, a atreverse a 
pensar no sólo como posible, sino como necesaria la convivencia humana, apoyada 
en el derecho como solución política razonable a la “insociable sociabilidad” de los 
humanos.
 Al mismo tiempo, también en La paz perpetua, afirma Kant que “los prin-
cipios puros del derecho poseen una verdadera realidad objetiva, o sea, que pueden 
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llevarse a buen fin, y que, en consecuencia, el pueblo en el Estado y los Estados 
en sus rela ciones con otros Estados, han de comportarse de acuerdo con esos prin-
cipios, digan lo que digan los políticos empíricos. En sí misma, la política es un 
difícil arte; más no lo es la unión de la política con la moral, pues tan pronto como 
entre ellas aparece alguna discrepancia o dificultad que no puede solucionar la po-
lítica, llega la moral y arregla al momento la cuestión”. Pero esto es precisamente 
lo que no se logra hoy. Parece por tanto que se requiere un esquema distinto en las 
relaciones entre moral, derecho y política. Si para Kant la políti ca es una especie de 
ancilla iuris, al servicio de un derecho que debe garantizar la justicia y cuya fuente 
es la moral, ha llegado el momento, como también lo preveía el mismo Kant, “en el 
que (la política) brille con todo su esplendor” (Kant, 1966: 113). 
 Esto significa reivindicar independencia del pensamiento y de la acción po-
lítica con respecto a ciertas concepciones holísticas de la moral y a ciertas doctrinas 
iusnaturalistas o utilitaristas del derecho, independencia que se puede lograr desde 
una concep ción comunicativa de la razón práctica, que desvincule el derecho de la 
moral, para desarrollar independientemente de ella la política, orientada por el uso 
ético de la misma razón, como fuente del derecho y por ello mismo de la legitimidad 
del Estado democrático. La convivencia y la acción social ya no son sólo asunto del 
Estado legitimado por la legalidad, sino sobre todo la tarea tanto de la sociedad civil 
como de la política y del derecho consolidados democráticamente (Hoyos, 2001). 
 Esta concepción de política como proceso de partici pación ciudadana pue-
de responder mejor a la idea de búsqueda de la paz perpetuamente, presentada por 
Kant. El “no debe haber guerra” es imperativo que compromete tanto la legitimidad 
de los Estados y sus gobiernos como la responsabilidad de los ciudadanos y de los 
partidos. Por ello sueña Kant, partiendo de una analogía equivocada entre el contrato 
social que constituye la paz de los Estados Nación y un posible contrato entre dichos 
Estados, en una paz mundial fundada en personas que superan el estado de naturale-
za y Estados nación que se comportarían casi como personas morales.
 Esto lleva a Kant con toda razón a rechazar un Estado mundial (Weltstaat) 
llamado por él “mo nar quía universal” que termina en un despotismo desalmado y en 
“un cementerio de la libertad” (Kant, 1966: 86) y resulta ser ingoberna ble, para optar 
más bien por una asociación de Estados (Staatenverein) en la forma de una repúbli ca 
de pueblos libres aliados, que les permita “abandonar, al igual que los indivi duos, 
su salvaje libertad” y “someterse a públicas leyes coactivas” (Kant, 1966: 65). Pero 
como los Estados “no quieren esto”, a saber, “que se limiten sus derechos, dada su 
idea del derecho de las naciones singulares, como rechazan in hypothesi lo que es 
justo in thesi, en lugar de la positiva idea de una repú blica mundial, sólo el suce-
dáneo negativo (para no perderlo todo) de una federación de pueblos, que evite las 
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guerras y se extienda cada vez más, puede retener las tendencias hostiles e injustas, 
aunque siempre con el peligro continuo de un posible estallido o resur gimiento de 
éstas” (Kant, 1966: 65). 
 El argumento de Kant es simple: si el impera tivo moral de la paz exige algu-
na forma de federación, sin la cual no habrá sociedad bien ordenada, entonces habría 
que acudir al derecho. Pero ya que éste limita la soberanía nacional, consti tuida 
también por derecho, es necesario ceder y buscar otras formas de federación que, 
sin reducir la autonomía nacio nal, permitan solucionar pacíficamente los proble mas, 
respetando las diferencias de cada pueblo y facilitando formas de coopera ción inter-
estatal.
 Kant es víctima de un concepto monolítico de soberanía: la que proviene de 
la “soberanía popular” conformada como nación en un Estado soberano (tradición 
republi cana) y la que se constituye a partir de un contrato generador del derecho y 
del Estado (tradi ción liberal). En ambos casos la soberanía en nombre de la nación 
o del Estado se consi deraba indivisible y última instancia en asuntos de la guerra y 
la paz. Sin embargo el mismo Kant reconoce ámbitos como la lengua y la religión 
que consti tu yen diferencias insuperables entre los pueblos y nacio nes: lo que hoy 
consideramos más global mente como multicultu ra lismo y exigencia de intercultura-
lidad. Tales diferencias pueden llevar y ser “pretexto de guerra, pero con el aumento 
de la cultura y la paulatina aproxi mación de los hombres a una mayor unión de 
principios, suponen también la armonía de una paz que no ha sido instituida ni ga-
rantizada” (Kant, 1966: 86). Al mismo tiempo Kant tiene en cuenta otro ámbito, el 
del “espíritu comer cial” que “tarde o temprano acaba apoderán dose de los pueblos. 
De todos los poderes (medios) subordinados a la fuerza del Estado, es el del dinero 
el más seguro, por lo que los Estados al verse obligados (y no precisamente a causa 
de motivos morales) a fomentar la noble paz; y cuando la guerra parece amenazar al 
mundo, procuran evitarla mediante acuerdos y conver saciones, como si se hallasen 
en constante alianza para dicho pacífico y genero so fin” (Kant, 1966: 87).
 Sigue siendo por tanto posible y necesario orientarse por la idea de paz 
estable de Kant, como un imperativo moral. Dado sin embargo que un concepto de 
derecho, deducido de la moral, conduce a una especie de antinomia entre la sobera-
nía de los Estados y un nuevo imperativo moral de buscar la paz y garanti zarla por 
derecho mediante la soberanía de una república que habría de ser integrada por ellos, 
es necesario buscar otra fuente del derecho que permita articular de manera más 
diferen ciada la soberanía y el poder. Si se desvincula el derecho de su fundamenta-
ción en la moral, y se busca su origen en la política, naturalmente en una política en 
íntima relación con “la pruden cia”, es decir con el uso ético de la razón, es posible 
cumplir lo que busca Kant: “ya vimos ante riormente que una federación de Estados 
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que tenga por único fin el evitar las posibilidades de la reali dad de una guerra es el 
único estatuto legal compatible con la libertad de los Esta dos... Toda prudencia polí-
tica tiene, pues, por único funda mento legal la instauración de dicha unión federa tiva 
de la mejor manera posible” (Kant, 1966: 121).
 Si la analogía pensada por Kant no funciona en la dirección que él quiere, es 
decir, desde el derecho hacia la sociedad, quizá deba pensarse en dirección contraria: 
si el derecho sólo no puede solucionar la paz mundial, tampoco basta para la paz 
interna de las naciones, dado que éstas son menos homogéneas de lo que las concibe 
el contrato social que funda el Estado moderno liberal; las diferen cias culturales 
ponen en crisis un derecho y una soberanía monolítica. Por tanto la vinculación 
estre cha entre participa ción políti ca y Estado social de derecho no sólo forta lece 
las rela cio nes inter nacionales, sino que ayuda a construir la paz inter na, que no se 
da automáticamente con el solo hecho de una consti tución repu bli cana. Si se quiere 
buscar la paz interior de una nación es necesario un concep to fuerte de políti ca que 
reconozca el riesgo de la dependen cia externa, sea sensible a las diferen cias, busque 
superar las inequidades y ponga el sentido de derecho en aquellos mínimos sin los 
que no es posible cierta identidad nacional. A la base de esta concepción deliberativa 
de cultura política debe afirmarse y defenderse la tolerancia en todas sus formas, la 
comprensión y el debate público. 
 La tolerancia está en crisis porque la guerra hoy es prevención del terroris-
mo (Hoyos, 2004). En efecto, tolerar la intolerancia (Walzer, 1997) es el límite ex-
tremo de la tolerancia. Y ciertamente no parece que se pueda tolerar la intolerancia si 
por su causa peligra absolutamente la sociedad bien ordenada (Rawls, 1972), que es 
precisamente la más capaz de tolerancia política, tanto desde el punto de vista de la 
legitimidad como de la factibilidad. El que se siga acudiendo en nombre del mismo 
Estado de derecho a la intolerancia del terrorismo de Estado, ayer bajo el título de 
política de “seguridad nacional”, hoy con la promesa de “seguridad democrática”, 
exige un análisis cuidadoso del sentido mismo de la tolerancia y de su estrecha re-
lación con la democracia en el contexto de una política, que debería tener su fuerza 
sólo en procesos deliberativos (Habermas, 1998: 364). 
 Buscamos comprender el papel que tiene que jugar la tolerancia en los pro-
cesos “discursivos” de la democracia. Éstos han sido caracterizados de nuevo por 
Jürgen Habermas en sus Escritos políticos: El Occidente escindido, como solución 
a los problemas globales de la política internacional en un Occidente resquebrajado 
por guerras y por el protagonismo de un imperio hegemónico, que pretende resol-
ver unilateralmente, desde su moralismo intransigente y un sentido de la política 
“de amigo/enemigo” a la Carl Schmitt, conflictos que atañen a toda la humanidad. 
En la perspectiva kantiana de apostarle “perpetuamente” a las posibilidades de paz 
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mundial con base en una constitución para Estados asociados, cuya legitimidad sea 
la de la democracia incluyente y la de una ciudadanía cosmopolita, se propone como 
alternativa el paradigma discursivo. En él, las decisiones serían igualitarias, si se 
fundan en argumentaciones que las justifiquen razonablemente o en procedimientos 
que permitan tolerar las diferencias y los disensos; tales procesos son inclusivos, 
porque en ellos deben participar todas las partes; además son procesos que obligan 
a todos los participantes a tener en cuenta el punto de vista de todos los demás, 
tolerando las diferencias por más profundas que sean, de suerte que se sopesen los 
intereses de todos los implicados. En esto consiste el sentido cognitivo de delibera-
ciones colectivas imparciales, en las cuales en el mismo acto confluyen decisiones 
libres y razones que las justifican. Esto hace deficitaria toda fundamentación ética de 
un proceder que apele unilateralmente a valores pretendidamente universales por ser 
los de su propia cultura política (Habermas, 2004: 184). 
 La opción por un paradigma deliberativo de la política con vocación jurídi-
ca, busca anticiparse al juicio apresurado que tiende a señalar toda forma de violen-
cia como terrorismo, es decir como intolerancia no tolerable. Se pretende volver a 
reconocer el fenómeno de la violencia como el campo al que retorna la política en su 
forma originaria de “pluralismo agonístico” (Mouffe, 1999). Esto deja la posibilidad 
de poder interpretar ciertas expresiones del conflicto en aquellos límites de la tole-
rancia, en los que la violencia política podría comprenderse como cuestionamiento 
de la democracia real desde el punto de vista de quienes perciben en ella lo contrario 
de sus promesas. 
 La confrontación sin límites entre una violencia que se vuelve terrorismo 
y un Estado de derecho que se vuelve cada vez más arrogante, cierra el camino 
para encontrarle salidas al callejón en el que se hayan atrapadas algunas de nues-
tras democracias (Gómez Buendía, 2003). Esta confrontación de intolerancias es 
una guerra de perdedores. Habría que aprender de ella que la tolerancia es con-
dición esencial de la democracia, ya que construye confianza a partir del recono-
cimiento de la contingencia, manifiesta en los propios límites y en el otro como 
diferente; confianza que al mismo tiempo, como manual de convivencia, enseña a 
la sociedad formas de cooperación y justicia como equidad. 
 Ya José Luis Aranguren, antes de que ciertos gobernantes  iluminados 
convirtieran casi toda violencia en terrorismo, en su Ética y política lo había for-
mulado certeramente: “Los individuos o grupos aislados, los que se sienten ex-
cluidos, a la izquierda o a la derecha, social o regionalmente, de la política, los 
que se consideran desprovistos de derechos, atención pública o status, así como 
los grupos sociales en declive o mal dotados para una adaptación a las demandas 
de una civilización en transición o expansión, y quienes se consideran sin oportu-
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nidades, condenados a la inmovilidad, a un imposible ascenso social, se inclinan, 
normalmente, al disconformismo radical y, por tanto, a la repulsa de una demo-
cracia que, para ellos, no es tal” (Aranguren. 1968: 205).
 Las situaciones conflictivas se radicalizan hoy de tal forma que no pa-
recen dejar alternativa a la lucha frontal y directa contra un terrorismo que se 
fundamenta de diversas maneras y se manifiesta también de diferentes formas. 
Hemos mostrado, sin embargo que la tolerancia política y moral puede prevenir 
situaciones violentas, revitalizando la democracia para dar legitimidad al Estado 
de derecho. Pensemos ante todo en el debate político en torno al nacionalismo, 
para destacar el sentido fundamental de tolerancia que está en juego en estos dis-
cursos divergentes con respecto al mismo fenómeno. Desde una concepción co-
munitarista el nacionalismo responde a los valores de un pueblo, pero puede ser 
pernicioso si no reconoce los valores diferentes de otros pueblos y se empeña en 
absolutizar los propios. De manera semejante, desde una concepción liberal, el 
nacionalismo puede amenazar la identidad personal, si no respeta las diferencias 
que constituyen la riqueza de una cultura determinada y que le permiten distin-
guirse de otras y relacionarse con ellas.  
 En los límites del nacionalismo está el fundamentalismo, que asume con 
frecuencia matices religiosos (Hoyos, 2005b), en el sentido de quienes creen que 
no tendrán salvación si no silencian a los que piensan diferente. Quizá por ello 
es importante llevar hoy el tema de la tolerancia al fondo de la problemática, es 
decir, al lugar mismo donde comenzó: en el campo de las luchas religiosas y en el 
de la secularización, que hoy es el de las visiones omnicomprensivas y holistas, 
ya no sólo religiosas, sino de toda índole.
 La intolerancia de la violencia pone de manifiesto hoy también la intoleran-
cia del poder a escala mundial. Este es el mayor conflicto en el que se encuentra hoy 
la tolerancia. Muchos de los problemas nacionales se relacionan cada vez más con 
la conflictividad globalizada de las drogas, del tráfico de armas, de las inequidades 
del mercado mundial y de la banca internacional. No importa cómo se disimulen 
estos conflictos en medio de la lucha contra el terrorismo. En este choque de civili-
zaciones, al que Jürgen Habermas sólo parece encontrarle solución si se lo instala en 
una “sociedad postsecular” (Habermas, 2001), en la que sea posible comprendernos 
las culturas como culturas radicalmente diferentes entre “el creer y el saber”, con la 
obligación de tolerarse mutuamente para evitar el terrorismo generalizado, es nece-
sario reflexionar una vez más sobre los motivos para la tolerancia moral y política. 
 Creo que esto sólo es posible desde una concepción de tolerancia mo-
ral que permita un diálogo acerca de formas de adaptación recíproca, de sim-
patía y acercamiento humano, que dejen espacio para desacuerdos, que habría 
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que tolerar, así no parezcan tolerables. Thomas McCarthy propone: “Podemos 
imaginarnos culturas que alimentan los valores y las virtudes correspondientes, 
y las prácticas que son predicadas, no asumiendo sólo posiciones correctas, sino 
respetando y con el deseo de acomodarse frente a diferencias no eliminables”. 
Nos es posible imaginar estas situaciones, porque ya de hecho vivimos en ellas 
en aquellas “dimensiones de nuestras vidas en las que lo más importante para 
nosotros es mantener relaciones harmoniosas, cooperativas y de apoyo mutuo, 
precisamente con personas con las que no siempre estamos de acuerdo, a las que 
no siempre podemos convencer y por las que tampoco siempre llegamos a ser 
convencidos”; pero tampoco quisiéramos simplemente ganarles estratégicamente. 
En las democracias multiculturales, las de la sociedad postsecular, casi siempre 
atravesadas por diferencias religiosas e ideológicas profundas, son precisamente 
estas situaciones de desacuerdo razonable las más fecundas y enriquecedoras de 
la vida pública y por tanto también de la sociedad. Una solución basada antes que 
todo en valores democráticos, que no son siempre los de los acuerdos con base en 
argumentos o los de las negociaciones estratégicas, será siempre necesaria y de-
seable. Debe buscarse sin afanes, insistiendo en el valor de la tolerancia recípro-
ca, fomentando así la comprensión mutua, para encontrar los lugares de posibles 
encuentros desde las correspondientes utopías. Este tipo de comunicación jugará 
inevitablemente un papel todavía más importante que los meros procedimientos 
democráticos, precisamente desde las diferencias, en la conformación de una vida 
política vigorosa (McCarthy, 1998: 153). 

Filosofía política como crítica y utopía

Hasta aquí hemos mirado el problema de las relaciones entre moral, de-
recho y política en la modernidad desde el punto de vista de la filosofía política. 
La teoría política se presenta hoy en estrecha relación con la filosofía política, con 
la práctica política, con la ciencia política y con la politología. No parece posible 
delimitar rigurosamente estos discursos y ya el solo intento puede llevar a reduc-
cionismos que no favorecen la “cosa misma”. Se trata de que la teoría política no 
sea sólo la ciencia política de la elección racional en el ámbito de los discursos 
empírico analíticos. Para evitar esta reducción de lo político y de la política al 
mero cálculo estratégico de la racionalidad instrumental se proponen varias alter-
nativas.
 De hecho hay quienes defienden “que el estatuto epistemológico de la 
teoría política se constituye a partir de su ruptura con la filosofía política a través 
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de la concreción de sus propias unidades de análisis, Estado, sistema político y 
poder -inferidas de la tradición contractualista y hegeliano-marxista, funcional-
sistémica y postestructuralista- que, posteriormente, derivan en la de Democracia 
como categoría estructural de interpretación” (Mejía Quintana, 2006: 31). Si la 
teoría política se emancipa de la filosofía política tradicional, especialmente de 
cierto iusnaturalismo moralista, podrá determinar el sentido de política de forma 
más compleja desde la sociedad civil y sus demandas, no sólo en términos de elec-
ción racional. Otros, al considerar que “además de la dimensión instrumental y de 
control del orden social, hay una dimensión de sentido y significado de la acción” 
en el pensamiento y en el quehacer político, concluyen en que “la ciencia polí-
tica empírica debe ir hoy de la mano de la filosofía política y debe abrir espacio 
para los enfoques hermenéuticos” (Orjuela, 2003: 116). Unos y otros están en lo 
correcto, si de lo que se trata es que la teoría política contemporánea conserve su 
íntima relación con la problemática de la sociedad civil en el ámbito de lo público 
donde se resuelven agónicamente los conflictos propios de la insociable sociabili-
dad presente siempre en los asuntos humanos.
 Teniendo en cuenta tales problematizaciones de las relaciones entre la 
filosofía política y la política misma, nos ocupamos aquí de la complejidad y de 
los vínculos entre los diversos significados de política y de lo político y lo hace-
mos partiendo de una concepción comunicacional de la filosofía política (Hoyos, 
2005c), fuente en última instancia “de los principios normativos de la política”, 
aquellos que alimentan “signos de esperanza” y nos recuerdan constantemente 
que “debemos comenzar a crear una nueva teoría” (Dussel, 2006: 11, 7). Ésta se 
presenta hoy como crítica, como utopía y como teoría, y en cuanto un todo, como 
proceso y justificación de procedimientos democráticos (Hoyos, 2006). 
 A partir de la emancipación del derecho de la moral, propuesta antes, con 
base en la detrascendentalización de la razón en cuanto racionalidad comunicativa 
e instrumental, se busca desarrollar un discur so ético acerca de la participa ción 
políti ca y del derecho como uno de sus productos más importantes. Esta concep-
ción de política parte del reconoci miento de un sentido positi vo de la racio nali dad 
estratégi ca en el derecho y las instituciones. La distinción entre moral y política 
ayuda a comprender cómo el princi pio de la democra cia es el “procedi mien to de 
constitución legíti ma del derecho” (Habermas 1992, 141), con lo cual la política 
llega a aspectos de las relaciones sociales, muy vinculados con la moral, pero de 
los cuales la moral en su universalidad forzo samente tiene que abstraer. Aquí se 
da el sentido de la complementa riedad entre moral y política y derecho.
 Esta complementariedad y el cambio de paradigma de la razón trascen-
dental monológica a la razonabilidad dialógica nos permite desarrollar tres di-



51

Guillermo Hoyos Vásquez
E

studios

mensiones de la filosofía política. En cuanto crítica se apoya en especial tanto en 
la historia y en la sociología, como en la economía política para develar aquellas 
situaciones en las que las ideas fundamentales de la política son utilizadas para 
ocultar situaciones de dominación. Tal es el caso de muchos discursos contem-
poráneos en nombre de la democracia formal liberal, de la seguridad nacional o 
democrática y de la participación popular en favor de un sentido de política que 
termina por convertirse en fetiche, tanto en formas rancias de socialismo real, 
como especialmente en las diversas figuras de la globalización neoliberal.  
 En cuanto utopía la filosofía política pretende poder rescatar por una par-
te lo mejor de la filosofía práctica de Kant y por otra elementos materiales de la 
tradición marxista. Con esto se restablece el sentido utópico de un discurso filo-
sófico contrafáctico y de la esperanza normativa propia de las ideas regulativas 
en sentido kantiano. Estas se expresan hoy como respuestas de la razón práctica 
al sentido crítico de la filosofía política. Aquí aparece la íntima relación entre la 
crítica y la utopía. Sólo quien es capaz de crítica radical comprende el sentido hu-
mano y social de la utopía. Esto nos permite comprender en toda su radicalidad la 
sensibilidad moral expresada por la opinión pública mundial, cada vez con mayor 
fuerza, en situaciones conflictivas: se trata de crímenes abominables, dicen unos; 
son guerras injustas, ilegales, desproporcionadas, inútiles, opinan otros. Todos 
parecen saber “con toda razón” que se está “experimentando” con valores absolu-
tamente delicados de los pueblos y de las ciudadanas y ciudadanos del mundo.  
 Algo semejante ocurre cuando una globalización incompleta de los mer-
cados, en especial por la falta de coherencia, por no decir por la doble moral de 
las políticas macroeconómicas, produce aquellas crisis en el mundo en desarrollo, 
que precipitan la ingobernabilidad en muchas naciones. Cuando la economía en 
su forma neoliberal se apodera de los procesos de globalización, termina mani-
pulando el poder político de los Estados e instrumentaliza el derecho rompiendo 
el vínculo de solidaridad propio de la sociedad civil, agudizando la inequidad, el 
desempleo y la pobreza, causas últimas de toda violencia política. 
 La lucha por un sentido libertario, cultural y democrático del desarrollo 
a escala mundial (Hoyos, 2007a) es el valor imperativo de los movimientos so-
lidarios en contra de las políticas unilaterales de globalización. Las crisis econó-
micas como crisis de equidad, las violencias de toda índole y en diversos países, 
las injusticias y la pobreza, el desempleo, las discriminaciones y exclusiones por 
diferencia de género, por raza, edad, religión, pertenencia cultural, son todos fe-
nómenos morales que mueven hoy en día una población mundial cada vez mayor. 
Es como si todos quisiéramos pertenecer a esas marchas que en todos los conti-
nentes reclaman justicia, paz y democracia. Es la globalización de la solidaridad 
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y la mejor expresión de unos valores universales.
 En su obra Thick and Thin, Michael Walzer logra desde un principio po-
nernos a marchar con la gente, que a finales de 1989 en la insurrección en Praga 
portaba carteles, unos reclamando “verdad” y otros “justicia” (Walzer, 1994). Se 
trata de sentimientos morales, no sólo los negativos de P. F. Strawson (1974), 
sino los del entusiasmo que develan una intuición de que pertenecemos a esas 
marchas, casi antes de pensarlo. Algo semejante a lo que frente a la revolución 
francesa hacía expresar a Kant en El conflicto de las facultades “un deseo de parti-
cipación que frisa en el entusiasmo” (Foucault, 1985). Esto mismo lleva a Walzer 
a preguntarse más adelante: “¿qué haría la crítica cuando mire a su alrededor y 
vea gobiernos tiranos en otros países, en lugares lejanos, y gente marchando en 
la calle oponiéndose a sus legisladores, demandando no sólo ‘verdad’ y ‘justicia’ 
sino también ‘democracia’?” (Walzer, 1994: 59).
 Una posición moral tenue, orientada hacia mínimos fundamentales, nos 
convertiría en participantes virtuales de dichas marchas. Como nosotros, también 
quienes marchan tienen ciertamente su comprensión moral densa, basada en prin-
cipios omnicomprensivos, que aunque pretenda ser “la correcta” para nosotros, 
no puede llegar a serlo para todos. “Un día -concluye Walzer- sin duda, ellos 
producirán su propia versión de la democracia, y entonces se encenderá la contro-
versia acerca de si podría ser más o menos ‘participativa’, y quizá yo me sumaré 
a la controversia no como un crítico social, sino simplemente como un estudioso 
interesado, eventualmente como politólogo” (Walzer, 1994: 61). 
 ¿Pero qué nos permitiría hablar de más o menos “participación”? ¿Qué 
nos motivaría para reconstruir participativamente la política y su inmediato resul-
tado el derecho? Para el mismo Walzer, dado que el principio del consentimiento 
establece una ética procedimental, ésta describe cómo se llega legítimamente a 
ejercer el poder. “De hecho, lo que hace que el procedimiento proceda, lo que le 
da su fuerza legitimadora, es un cierto espíritu, expresado en una serie de prácti-
cas. El espíritu es el del compromiso activo, y las prácticas incluyen argumentar, 
organizar, reunirse en asambleas, demostrar, y demandar lo mismo que votar”. 
Por ello se “caracteriza la democracia con una serie de esfuerzos explícitos para 
crear y sostener una ciudadanía activa”. Esto hace que “la política democrática, 
inclusive en su forma ideal, sólo sea en parte argumentativa; también es asunto 
de organización, negociación, estrategia, demostraciones de fuerza y mucho más” 
(Walzer, 1994: 57).
 Lo anterior nos permite hablar de un principio ético de la democracia, el 
pluralismo democrático incluyente que da sentido al procedimentalismo, el cual 
no “funciona” si no es por el espíritu de participación ciudadana, que a la vez 
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inspira unas prácticas. Por tanto lo determinante de la democracia es la actividad 
y el espíritu que la anima e inspira, no sólo el resultado de dicha actividad, que es 
precisamente el derecho, que con frecuencia puede ser deficiente.
 ¿Puede la participación democrática reconstruir lo público de la política y 
lo justo del derecho, privatizado por los intereses de los poderosos, reducido con 
la pobreza a mero espacio físico de supervivencia, enrarecido por el abstencionis-
mo, distorsionado por medios al servicio del capital, manipulado y cerrado por la 
corrupción y por la violencia? ¿Logra una radicalización de la democracia en la 
forma de democracia participativa solucionar ‘desde la raíz’ el problema de los 
derechos socioeconómicos privando así de uno de sus argumentos a la violencia 
guerrillera? ¿Puede una sociedad comprometida realmente en procesos democrá-
ticos no sólo implantar la justicia como equidad sino también develar la corrup-
ción y recobrar el sentido de legitimidad del Estado social de derecho? En otras 
palabras: si se considera que la violencia guerrillera todavía tiene un argumento 
político, éste podría ser el de que se excluye a una parte de la población de la par-
ticipación política y se la priva de sus derechos socioeconómicos fundamentales. 
Además se alienta la esperanza de que a mayor participación de la ciudadanía más 
control político sobre las prácticas autoritarias y corruptas; esto puede significar 
a corto plazo la revitalización de los partidos políticos en el mejor sentido de su 
función con respecto al fortalecimiento del Estado social de derecho democrático. 
¿Hasta qué punto se puede entonces ampliar el sentido de participación democrá-
tica, de suerte que con ello se pueda quitar el piso a las razones políticas de la vio-
lencia y se recuperen las fuentes de legitimidad del derecho que animen la lucha 
contra la corrupción y reorienten la administración al servicio de la comunidad?
 Por ello, finalmente la filosofía política desde una perspectiva pragmática 
debe justificar un método a partir de una teoría. Aquí proponemos, de acuerdo con 
Jürgen Habermas, una política deliberativa para fortalecer la democracia radical, 
única que puede legitimar el Estado de derecho democrático. Buscamos respon-
der a su pregunta: “La filosofía de la praxis pretendió apropiarse de los contenidos 
normativos de la modernidad tomándolos de una razón incorporada en el aconte-
cer mediador de la práctica social. ¿Cambia la perspectiva de totalidad que con-
tiene esta idea, si el concepto fundamental del actuar comunicacional reemplaza 
el del trabajo social?” (Habermas, 1985: 395).
 Este planteamiento, en rigurosa confrontación con la desviación del sen-
tido de lucha política, cuando se habla de diversas formas de lucha, las restringe 
a sólo dos: la armada y la política; y toma partido por esta última, precisamente 
como solución a la primera. Así la comunicación, animadora tanto de las diferen-
cias, los valores y morales de máximos, como de toda dimensión hermenéutica 
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de sentidos, disensos y consensos, no sólo fortalece la complejidad de la sociedad 
civil, sino que constituye en la crítica radical, la propuesta utópica y el debate el 
espacio de lo público, en el que en última instancia se consolida la lucha política 
que legitima ética y jurídicamente el Estado de derecho democrático.
 Es el mismo Kant quien al final de La paz perpetua propone un principio 
afirmativo del derecho público: “Todas las máximas que necesitan la publicidad 
(para no perder la finalidad deseada) concuerdan a la vez con el derecho y la po-
lítica” (Kant, 1966: 123). Con ello está enfatizando que para alcanzar la felicidad 
como fin general del público, la política debe ser en cierta forma el punto de en-
cuentro de lo que él llamaba en su momento las dos ramas de la moral, a saber, el 
amor a los hombres, una moral de máximos, y el respeto al derecho del hombre, 
lo que hoy podemos llamar una ética de mínimos basada en los derechos huma-
nos fundamentales, sin distinción entre derechos civiles y derechos económicos, 
sociales y culturales. 
 Para lograr este ideal, previene Kant del peligro de los moralismos que 
depositan toda la confianza en los valores: “Antes de entregarse al dulce sentir de 
la benevolencia débese estar seguro de no haber violado el derecho ajeno” (Kant, 
1966: 122). Los moralistas reducen los deberes a simples actos de bondad. A esto 
lo llama Kant una conducta astuta, producto de una política oscura, la cual, sin 
embargo, “quedaría totalmente anulada por la proclamación de sus máximas si tu-
viera el valor de permitir al mismo tiempo que el filósofo diera también las suyas a 
la publicidad”. Éste es el sentido de toda filosofía política. Kant exige que los va-
lores de máximos sean expuestos públicamente y que sean sometidos, de acuerdo 
con los principios de la filosofía, a deliberación pública. De esta forma la filosofía 
se convierte en clarificación, discusión  y justificación del sentido común. “No es 
el filósofo, son los ciudadanos (y ciudadanas) los que deben tener la última pala-
bra” (Habermas/Rawls, 1992: 172). Esto constituye la esencia de la democracia, 
de la cual se puede entonces esperar la confianza hacia determinados valores, los 
de una ética de mínimos, que armonizan con el derecho público; éste, a su vez, 
constituye el único fundamento posible para la unión de los fines particulares de 
todos.   
 Es válido entonces que “el estado de una democracia se percibe en el pal-
pitar de lo público” (Habermas, 2005: 25). De esta forma un sentido de lo público a 
partir de la detrascendentalización de la razón práctica, en su palpitar como lugar de 
confrontación de los diversos valores de máximos y de un posible acuerdo sobre los 
derechos fundamentales, sólo se puede consolidar gracias a la participación demo-
crática, la cual es a la vez constitutiva de lo público y resultante del debate público 
político acerca de los fines y programas de una sociedad determinada. 



55

Guillermo Hoyos Vásquez
E

studios

 Sin pretender reemplazar el trabajo necesario de los científicos políti-
cos en este campo, pienso que, -como lo han sugerido Albrecht Wellmer (1993) 
y Thomas McCarthy (1997)-, el debate entre John Rawls y Jürgen Habermas 
(1998), a partir de sus obras, Liberalismo político y Facticidad y validez, permite 
destacar la necesidad de una democracia participativa para dar todo el sentido a la 
propuesta estructural del liberalismo político como fuente inequívoca del derecho 
moderno. Al desarrollar la complementariedad de las dos concepciones se evita la 
burocratización de un liberalismo político no animado por procesos de auténtica 
participación democrática, peligro inherente a la concepción rawlsiana del Estado 
liberal, a la vez que se protege de la anarquía a una participación no orientada 
hacia instituciones legítimas, escollo que tiene que superar la concepción haber-
masiana de política. La complementariedad significa llevar a síntesis lo mejor de 
la propuesta estructural de un Estado de derecho y de la propuesta política de la 
democracia participativa.
 Desarrollar esta complementariedad es la tarea de la filosofía política 
desde una perspectiva pragmática que proponga y justifique como teoría un pro-
ceso que permita superar las situaciones criticadas y orientarse por las utopías 
deseadas. Pensamos que este enfoque complejo permite comprender las teorías 
políticas contemporáneas en la tradición de la idea de filosofía política de la mo-
dernidad. Por ello partimos de Kant para mirar cómo la crítica a los metarrelatos 
modernos obliga a la razón práctica a diferenciar sus usos: el pragmático, el ético 
y el moral. Igualmente dicha crítica nos permite analizar el debate en torno al li-
beralismo político, partiendo de las sospechas de los comunitaristas y destacando 
el sentido sustantivo de los derechos humanos materiales.
 Todo lo anterior nos lleva a pensar la teoría política contemporánea des-
de propuestas muy cercanas a la política deliberativa y a la democracia radical, 
acentuando en todas ellas el protagonismo de ciudadanas y ciudadanos en mo-
vimientos sociales y luchas políticas concretas. Se recupera así la relación entre 
moral, derecho y política, al darle toda su relevancia y fuerza a la democracia en la 
búsqueda continua de la paz, en la cual, de acuerdo con el planteamiento de Kant, 
la auténtica política comienza a brillar en todo su esplendor.

Política deliberativa y democracia radical

 El contexto y el ámbito para el ejercicio de la ciudadanía se constituye 
en lo público, redefinido ya no desde el Estado, sino desde la sociedad civil. El 
tradicional vanguardismo del Estado de derecho, centrado en el poder económico 
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y político y en sus procedimientos burocráticos es relativizado por la autonomía 
pública y la cooperación que mueve desde las bases el poder de la solidaridad de 
los asociados para renovar las relaciones entre sociedad y Estado (Cunill, 1997). 
Ya no se trata ni siquiera de que el público sitie al Estado sin pretensiones de con-
quista (Habermas, 1998: 435, 526, 528, 612); se busca más bien una interrelación 
entre la periferia y el centro en continua actividad desde uno y otro polo como su-
cede con corrientes de agua que circula desde fuera hacia el centro o al contrario, 
mediante sistemas de represas, esclusas, canales más amplios y más estrechos, 
corrientes de opinión y contracorrientes publicitarias o de autoridad por parte del 
Estado, presiones que van cediendo o que inclusive pueden llegar a romper po-
siciones aparentemente resistentes. La opinión pública en sus diversas figuras, 
también como deliberación política y participación democrática, inclusive como 
movimientos sociales y de desobediencia civil, es la corriente desde la periferia; 
las políticas públicas, las leyes, las acciones del gobierno son las respuestas desde 
el centro del poder.
 El ideal es cuando, de acuerdo con la última metáfora, se logra la coo-
peración entre el Estado y la sociedad civil para optimizar así la participación 
ciudadana y la procura del bien común tanto por parte del mismo Estado como 
de las organizaciones de la sociedad. Esto nos lleva a diseñar el siguiente modelo 
topológico de las formaciones sociales con ayuda de la teoría del actuar comuni-
cacional, como paradigma cultural y como pedagogía en la construcción de lo pú-
blico desde una perspectiva política, articulada en los procesos formativos como 
ética discursiva:

a) Partimos del mundo de la vida, desde la herencia de la fenomenología 
de Edmund Husserl (Hoyos, 1976)  como base de experiencia personal 
y colectiva, en el que están incluidas todas las personas y culturas que 
conforman una sociedad. La educación y las luchas sociales son los pro-
cesos en los que se nos abren diversos mundos, formas de organización 
y sentidos de la vida. Aquí se encuentra el principio fundamental de toda 
moral y de las competencias ciudadanas al leer en el rostro del otro las 
luchas por el reconocimiento, cada uno desde sus visiones omnicom-
prensivas de la vida, la historia, la religión y los valores (Hoyos, 2005a).

b) La sociedad civil se va conformando en el mundo de la vida con base 
en la integración comunicativa de los diversos grupos sociales, asocia-
ciones, comunidades, regiones, etc. La comunicación en la sociedad no 
busca sólo la comprensión, sino que se afana por el entendimiento mu-
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tuo de grupos de personas  en torno a los más variados intereses. Una 
sociedad civil fuerte es por naturaleza pluralista, tanto mejor cuanto más 
compleja, y en ella se realizan en actitud dialogal (Hoyos, 2007b) los 
individuos tanto en su esfera privada como en la pública en cuanto ciu-
dadanas y ciudadanos. 

c) Lo público, como el espacio en el que las personas y las organizacio-
nes en interacción con el Estado van tejiendo la red de intereses comu-
nes. Lo público se constituye así en el ‘medium’ en el que se da sentido 
a lo común, precisamente como ‘bien público’. Aquí se hace  necesario 
el “pluralismo razonable”, dado que la tolerancia es la virtud y la forma 
de lo público, de la que se nutre la confianza que nos permite relacionar-
nos con el otro como extraño, como ciudadana o ciudadano con iguales 
derechos y deberes. No parece casual la centralidad de la idea de lo 
público en este modelo.

d) Lo político se consolida en los procesos de lo público. No puede 
responder sólo a intereses privados, por lo que una sociedad débil en lo 
público practica una política clientelista, autoritaria y personalizada. Lo 
político significa ejercicio de competencias en relación con los asuntos 
públicos. Aquí se constituye “poder comunicativo” (Hannah Arendt), 
con base en el cual se desarrollan la democracia participativa, las luchas 
por el reconocimiento y la “desobediencia civil”.

e) El Estado de derecho es el resultado de los movimientos políticos y 
de los acuerdos sobre mínimos constitucionales a partir de los valores 
y de los  máximos morales, que siguen siendo necesarios para que el 
pluralismo alimente no sólo los consensos sino sobre todo los disensos. 
Aquí la comunicación ya no es tanto apertura, cuanto dispositivo proce-
dimental, retórico y político para llegar a acuerdos mínimos, necesarios 
no sólo para solucionar aquellos conflictos que se resisten a la mera 
comprensión, sino también para impulsar programas políticos que re-
quieren la cooperación por encima de las diferencias.  

 En este escenario político tiene sentido ahora reconstruir comunicacional 
y pragmáticamente las que se presentan como competencias ciudadanas disper-
sas, en especial en los extremos del mundo de la vida en los que habitan personas, 
para las que la ciudadanía está en crisis, es decir no significa ningún valor y por 
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tanto ni siquiera interesa como derecho: pensemos en los habitantes de las calles, 
los semáforos y los puentes, en los así llamados “desechables”, y el término ya lo 
dice todo. En el otro extremo están las ciudadanías diferenciadas, las que sólo se 
constituyen en el momento que la sociedad reconozca el derecho a la diferencia 
como el que constituye ciudadanía: aquí habitan los excluidos por raza, religión, 
estrato social, conflicto armado. Es el lugar que le asigna de hecho la retórica de 
la seguridad democrática a los desplazados y a los pobres.
 La primera tarea de la democracia es por tanto no sólo la inclusión del 
otro sino ampliar y hacer de tal manera complejo el sentido de espacio público, 
que en el quepan quienes están jalando desde la base de la pirámide social, des-
de los límites y las crisis, para poder hablar con todo sentido de ciudadanías, en 
plural e incluyentes. Esto sólo será posible en el momento que lo público sea 
efectivamente el espacio de las diferencias y no de lo homogéneo, como parece 
pretenderlo un Estado comunitario (esa especie de engendro o absurdo jurídico 
que sólo puede ocurrírsele a quienes personalizan la política, confundiendo pro-
gramas con personas y con tribus).
 Si se logra esta complejización cada vez mayor de la sociedad civil y de 
lo público se puede comprender el sentido de los movimientos sociales y políti-
cos como formas de presión pública, a las que el Estado de derecho democrático 
tendría que poder responder con políticas públicas coherentes con los derechos 
humanos fundamentales, los derechos civiles y políticos y los económicos, so-
ciales y culturales (DESC). El resultado de todo esto es el eje que atraviesa esta 
topología y se convierte en tarea, idea regulativa kantiana, utopía política y espe-
ranza normativa en el camino hacia la paz perpetuamente, constituyendo y con-
solidando ciudadanías tanto en los procesos educativos como en los movimientos 
sociales y en la participación democrática. 
 Una vez aclarado el sentido de la independencia del derecho con respecto a 
la moral y la estructura comunicativa de esta especie de pirámide social, de sus flujos 
y reflujos, de corrientes y contracorrientes de opinión, queda libre el lugar que debe 
ocupar la política como fuente de legitimidad del Estado moderno. Comencemos 
por rescatar el sentido del problema  de las relaciones entre política y derecho con 
la ayuda de la pregunta que lleva a John Rawls a proponer el liberalismo político: 
“¿Cómo es posible que exista por tiempo prolongado una sociedad estable y justa 
de ciudadanos libres e iguales profunda mente divididos por doctrinas razonables, 
aunque incompati bles, de índole reli giosa, filosófica y moral? En otras palabras: 
¿Cómo es posible que puedan convivir doctrinas omnicom prensivas profun da mente 
opuestas aunque razona bles y que todas ellas acepten la concepción políti ca de un 
régimen consti tucio nal?” (Rawls 1993, xviii). 
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 Como es bien sabido, para Rawls la solución se da sólo a partir de un plura-
lismo razonable, en el que las doctrinas omnicomprensivas se reconocen recíproca-
mente, pero deben ser neutralizadas políticamente para lograr un consenso entrecru-
zado sobre aquellos mínimos que fundan la justicia como equidad en el liberalismo 
político y no ya en alguno de los metarrelatos, de las morales densas, de las con-
cepciones omnicomprensivas, en las que se originan los procesos de comprensión 
de disensos y de búsqueda de consensos. Estos mínimos conformarían el núcleo de 
la Constitución que se daría una sociedad para buscar su ordenamiento con base en 
derecho. Todo esto sólo es posible, si se distin gue claramente entre filosofía moral 
y filosofía política y entre lo no público y las razones públicas que consolidan el 
núcleo fundamental de este renovado contrato social. Gracias a esta distinción se 
constituye en su especificidad el sentido de lo político y en su línea del dere cho. Pero 
también esta tajante distinción radicaliza la discontinuidad entre moral y política en 
el liberalismo, como lo señalan, entre otros, inclusive liberales como Ronald Dwor-
kin (1993) en su Ética privada e igualitarismo políti co.
 El aguijón del comunitarismo es todavía más incisivo al urgir que se re-
suelva el dilema contemporáneo entre la concepción republicana y la liberal del 
Estado de derecho. Si continuidad y relación directa entre moral y política, entonces 
sí fortaleza motivacional e identidad cultural, pero también heteronomía de lo polí-
tico, relativización del derecho, amenaza de los moralismos y de los particula ris mos 
nacionalistas. Si discontinuidad, es decir independencia del derecho y de la política 
con respecto a la moral, entonces sí universalismo y neutralidad, pero también fri-
volidad, funcionalización de la políti ca, positivismo o realismo jurídico. Veamos 
entonces si es posible solucio nar el dilema, acudiendo a una nueva distinción, ahora 
entre moral en el sentido kantiano y ética en el sentido aristotélico, de suerte que ya 
el derecho y la política no requieran como en Kant acudir a la moral para ganar legi-
timidad, sino que se constituyan en el seno mismo de la participación ciudadana, en 
la cual se articula la soberanía popular. Se lograría así una concepción procedimen-
talista del derecho: la reconstrucción de su génesis a partir del poder comunicativo 
de la sociedad civil lo reactivaría como instrumento de solución de conflictos, de 
regulación y organización social y, en una palabra, de participación política en un 
horizonte, definido en el más extenso y estricto sentido de la palabra, como Estado 
democrático de derecho. Si en el paradigma comunicativo se permitiera todavía la 
figura de la deducción trascendental, podríamos decir que en lugar de deducir el 
derecho de la moral, como lo hace Kant, estaríamos deduciendo la democracia del 
derecho, de forma que la facticidad de la democracia se reconozca como condición 
de posibilidad de la validez del derecho, es decir que éste sea efectivamente derecho 
legítimo vigente, reconocido como tal por los ciudadanos.
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 Quiere decir que la concepción deliberativa de la política parte de un es-
quema estructural como el propuesto por Rawls: pluralismo razonable que reconoce 
las diversas visiones omnicomprensivas del bien y la moral, para poder llegar a un 
consenso sobre mínimos. La mediación entre estos dos momentos de la sociedad es 
la que pretende ocupar Habermas con una teoría discursiva de la política y con la 
democracia participativa. La referencia a las relaciones de comunicación en las que 
se genera poder político y en las que se funda el derecho, nos obliga a explicitar el 
sentido complejo de la acción comunicativa en el mundo de la vida. 
 Las estructuras comunicativas de la sociedad civil permiten vincular el plu-
ralismo razonable y el consenso, esos dos momentos que interrumpe el liberalismo, 
como etapas necesarias de un proceso de entendimiento entre los ciudadanos, de 
participación política y de génesis democrática del derecho. En efecto, en el mundo 
de la vida como horizonte ilimitado de contextos, nivel hermenéutico de la comu-
nicación, donde comprender otras culturas no me obliga a identificarme con ellas, 
se tejen las redes de la sociedad civil en el más originario sentido de lo público. El 
compromiso valorativo y los sentimientos morales que se expresan en este nivel ori-
ginario de la comunicación, no sólo no son obstáculo epistemológico (como parece 
temerlo el liberalismo) para reconocer a otros y respetar sus máximos, para entonces 
dilucidar aquellos mínimos en los que deberíamos coincidir para convivir pacífica-
mente. La sensibilidad social que valora, antes que obstáculo, es fuerza motivacional 
necesaria para la participación política (como lo reclama acertadamente el comuni-
tarismo). En este reino de la diferencia, donde en un buen sentido ‘todo vale’ (menos 
ciertas violencias), desde el  pluralismo razonable es necesario el reconocimiento 
del otro como interlocutor válido, es decir, como quien en igualdad de derechos y 
desde perspectivas diversas lucha, negocia, argumenta y, en una palabra, participa 
en favor de concepciones del bien y de la vida que enriquezcan “la reciprocidad” 
(Rawls, 1993: 16), la solidaridad y la cooperación social. El punto de partida para la 
constitución del Estado de derecho democrático es sin lugar a dudas una concepción 
de sociedad civil en la que quepan todos con sus diversas concepciones del bien, 
de la moral y de la vida, con sus dioses y demonios, costumbres y tradiciones. Este 
primer momento de la comunicación, que hemos llamado el hermenéutico, incluye 
tolerancia, comprensión, reconocimiento del otro como diferente en su diferencia y 
de la finitud y contingencia de los participantes, sensibilidad moral, confianza, en 
una palabra apertura a los máximos y valores de los adversarios.
 Un segundo momento de la comunicación, provocado por la multiplicidad 
de puntos de vista del primero, es el que puede conducir a acuerdos con base en 
las mejores razones y motivos. Aquí se despliega en toda su riqueza la política de-
liberativa: ésta consigue en el mundo de la vida, que también es fuente inagotable 
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de recursos para validar lo ‘correcto’, el que tanto los consensos como los disensos 
no sólo tengan la fuerza de convicción propia del discurso, sino en el mismo acto 
el poder ético motivacional propio de la voluntad comprometida con el acuerdo 
ciudadano no coactivo. La democracia participativa es a la vez vida de la sociedad 
civil, al reconstruir la solidaridad en actitud pluralista, y procedimiento para llegar 
libremente a consensos y disensos de relevancia política, jurídica y constitucional. 
La democracia participativa se convierte pues en génesis política del derecho con 
su doble función: solucionar conflictos entre personas y grupos y de éstas y éstos 
con el Estado (concepción liberal del derecho), y al mismo tiempo orientar concer-
tadamente la cooperación ciudadana hacia fines colectivos en busca del bien común 
(concepción republicana).
 Se trata pues de una estrategia de la continuidad desde el pluralismo razona-
ble hacia el consenso entrecruzado. La teoría discursiva de la política y del derecho 
abre desde un principio la polis en el más estricto sentido de lo público a la partici-
pación democrática de todos los ciudadanos, en búsqueda tanto de comprensión de 
la complejidad de la sociedad civil, como de acuerdos mínimos que constituyan el 
Estado social de derecho. Para ello es necesario emancipar de la moral al derecho 
moderno, como se indicó más arriba, para restablecer todo su sentido y legitimidad 
con base en la política; y esto depende del grado de participación que asegure la 
democracia de acuerdo con el principio general de toda normatividad, no sólo mo-
ral, sino también jurídica: “sólo son válidas aquellas normas de acción con las que 
pudieran estar de acuerdo como participan tes en discursos racio nales todos aquellos 
que de alguna forma pudieran ser afectados por dichas nor mas” (Habermas, 1998: 
172). 
 Con esta especie de “sustitución” de la moral por la participación demo-
crática en el ámbito de lo ético-político, se logra reconstruir la complementariedad 
entre posiciones extremas que parecerían irreconciliables: “las libertades de los an-
tiguos” para el ejercicio de los derechos políticos de participación se consolidan 
como derechos humanos, en la forma renovada de “las libertades de los modernos”, 
gracias al reconocimiento mutuo de ciudadanos libres e iguales en procura de una 
sociedad justa con instituciones democráticas. O lo que es lo mismo: los derechos 
humanos del liberalismo sólo adquieren validez y relevancia en su ejercicio político 
público en la sociedad civil, ámbito de la soberanía popular. Esto permite articular 
la dialéctica entre “autonomía pública”, propia de la participación política, y “au-
tonomía privada”, origen de las libertades individuales. Al reconciliarse en dicha 
dialéctica la “soberanía popular” y los “derechos civiles” de las personas, van al-
canzando en la historia las luchas por los derechos humanos su cometido y se van 
consolidando constitucionalmente con base en movimientos sociales que abren el 
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espacio público a la participación ciudadana de todos los asociados. En este ámbito 
también los derechos antes que bienes son recursos y competencias, como lo son los 
derechos materiales socioeconómicos. Además, desde esta concepción participativa 
de los derechos, el multiculturalismo deja de ser un problema para convertirse en 
fuente de recursos cognitivos y motivacionales que animan la lucha democrática. 
Se rompe entonces la discontinuidad entre ideales de vida, propios del paradigma 
comunitarista, y procedimientos políticos conducentes a determinados acuerdos con 
fuerza jurídica vinculante: son ciudadanos de carne y hueso, con sus necesidades de 
toda índole, con sus diversos dioses y demonios, los que llegan gracias a su actividad 
pública a posibles consensos sobre mínimos, que pueden adquirir forma jurídica. 
 Pero sobre todo la concepción deliberativa de la política inspirada en un 
sentido radical de democracia permite articular políticamente la exigencia de demo-
cracia directa de la “tradición republicana” con la de sólo representación propia del 
“liberalismo”. El “poder comunicativo” que se genera ética-políticamente en la so-
ciedad civil, cuya caja de resonancia es la opinión pública, dinamiza la participación 
política, orientada por la necesi dad de llegar a acuerdos que permitan solucionar los 
conflictos y buscar programas de cooperación en los asuntos relevantes para el bien 
común; la constitu ción y el derecho garantizan las soluciones de conflictos como lo 
sostiene el liberalismo político y convocan para las tareas comunes como lo procla-
ma la tradición republicana.
 ¿Hasta dónde llega el sentido de democracia? Según Habermas en Fac-
ticidad y validez, el principio de la democracia es la posibilidad de que todos 
los comprometidos en el Estado de derecho, puedan reconocer libremente como 
válidas las normas que lo constituyen. Esto significa que hay un reconocimiento 
“cognitivo” de la rectitud de las normas. Pero esto no siempre es posible. La 
democracia queda pues entre la posibilidad de acuerdos sustantivos sobre asun-
tos fundamentales (constitucionales) y desacuerdos sobre asuntos eventualmente 
también relevantes. De éstos se dice que se decide democráticamente por la “regla 
de la mayoría”. Pero precisamente ésta indica que hay perdedores que no habrán 
sido convencidos por los mejores argumentos, sino vencidos por mayorías. Inclu-
sive entre los ciudadanos se cree que en esto consiste la democracia: en que se 
opte por la decisión de la mayoría. Y esto provoca no pocas veces que la demo-
cracia y el derecho no gocen de buena fama. La tarea democrática es restablecer 
los vínculos entre sociedad civil y Estado de derecho democrático.



63

Guillermo Hoyos Vásquez
E

studios

Bibliografía

Aranguren, José Luis 1968 Ética y política. (Madrid, Guadarrama).
Cunill Grau, Nuria 1997 Repensando lo público a través de la sociedad. Nuevas formas de ges-

tión pública y representación social. (Caracas: Nueva Sociedad).
Dussel, Enrique 2006 20 tesis de política. (México: Siglo XXI).
Dworkin, Ronald 1993 Etica privada e igualitarismo político. (Barcelona: Paidós).
Foucault, Michel 1985 “Un curso inédito” en: Sociología, Revista de la Facultad de Sociología 

de Unaula, nos. 8-9, junio. (Medellín: Universidad Autónoma Latinoamericana).
Gómez Buendía, Hernando (Director) 2003 El conflicto, callejón con salida, Informe Nacional 

de Desarrollo Humano, Colombia 2003. Entender para cambiar las raices locales del con-
flicto. (Bogotá: PNUD). 

Habermas, Jürgen 1985 Der philosophische Diskurs der Moderne. (Frankfurt a.M.: Suhrkamp).
 - 1998 Facticidad y Validez. (Madrid: Trotta). 
 - 2001 Glauben und Wissen, (Frankfurt a.M., Suhrkamp).
 - 2004 Der gespaltene Westen. (Frankfurt a.M.: Suhrkamp).
 - 2005 Zwischen Naturalismus und Religion. (Frankfurt a.M.: Suhrkamp).
Habermas, Jürgen y Rawls, John 1998 Debate sobre el liberalismo político. (Barcelona: Paidós).
Hoyos, Guillermo 1976 Intentionalität als Verantwortung. Geschichsteleologie und Teleologie 

der Intentionalität bei Husserl. Phaenomenologica 67. (Den Haag: M. Nijhoff).
 - (edit.) 1980 Epistemología y política. Crítica al positivismo de las ciencias sociales en 

América Latina. (Bogotá: Centro de Investigación y Educación Popular, CINEP – Funda-
ción Friedich Naumann).

 - (edit.) 1982 El sujeto como objeto de las ciencias sociales. Las relaciones entre epistemo-
logía y política en las ciencias sociales en América Latina. (Bogotá: Centro de Investigación 
y Educación Popular, CINEP). 

 - 2001 “La filosofía política de Jürgen Habermas” en: Ideas y valores, Nº 116, agosto, pp. 
132-144. (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia).

 - 2004 “De la intolerancia de la violencia a la intolerancia política” y “Tolerar para demo-
cratizar la democracia” en: Guaraguao. Revista de Culturà Latinoamericana, Año 8. Nº 19. 
Invierno pp. 9-20 y 41-47. (Barcelona: CECAL, Centro de Estudios y Cooperación para 
América Latina). 

 - 2005a “Mundo de la vida y comunicación. La fenomenología en diálogo con las ciencias” 
en: Revista Pesquisa Qualitativa, ano 1, n.1, pp. 73-106. (San Pablo, Sociedade de Estudios 
e Pesquisa Qualitativos.

 - 2005b “Las creencias religiosas en la sociedad postsecular” en: María Herrera y Pablo De 
Greiff (compiladores), Razones de la justicia. Homenaje a Thomas McCarthy. pp. 125-149. 
(México: UNAM, Instituto de Investigaciones Filosóficas).



REVISTA PANAMEÑA DE POLÍTICA - N° 16, Julio - Diciembre 201364

Filosofía Política, Teorías Políticas y Ciencia Política.

 - 2005c “Tolerancia y democracia en una política deliberativa” en: Gustavo Leyva (Ed.), La 
Teoría Crítica y las tareas acuales de la crítica, pp. 220-234. (Barcelona/México: Anthropos 
y UAM-Iztapalapa). 

 - 2006 “La democracia entre los valores y la ética” en: Revista Ciudadanos. Crítica política 
y propuestas”, año 6, N. 10, invierno, pp. 97-112. (Buenos Aires).

 - 2007a “Ethos mundial y justicia global en un enfoque discursivo” en: Francisco Cortés 
Rodas y Miguel Giusti, Justicia global, derechos humanos y responsabilidad, pp. 333-359 
(Bogotá: Siglo del Hombre Editores). 

 - 2007b “El diálogo: ética discursiva y política deliberativa” en: Adriana Bolívar y Frances 
D. de Erlich (edit.), El análisis del diálogo. Reflexiones y estudios, pp. 15-30. (Caracas: 
Universidad Central de Venezuela).

Kant, Immanuel 1966 La paz perpetua. (Madrid: Aguilar)
 - 1995 La metafísica de las costumbres. (Madrid: Tecnos). 
McCarthy, Thomas 1997 “Constructivismo y reconstructivismo kantianos: Rawls y Habermas 

en diálogo” en: José Antonio Gimbernat (Ed.) La filosofía moral y política de Jürgen Haber-
mas, pp. 44-63. (Madrid: Biblioteca Nueva).

 - 1998 “Legitimacy and Diversity. Dialectical Reflections on Analytical Distinctions” en: 
Michel Rosenfeld y Andrew Arato, Habermas on Law and Democracy: Critical Exchanges. 
(Berkeley: University of California Press). 

Mejía Quintana, Oscar 2006 “El estatuto epistemológico de la teoría política” en: Revista Cien-
cia Política, N. 1, enero-junio, pp. 30-57. (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia).

Mouffe, Chantal 1999 El retorno de lo político. (Barcelona: Paidós).
Orjuela, Luis Javier  2003 “Las transformaciones contemporáneas de lo político y sus problemas 

de legitimación” en: Revista Internacional de Filosofía Política, N. 22, diciembre, pp. 109-
128. (Madrid/México: UNED/UAM).

Popper, Karl R. 1992 “Entrevista con el filósofo Karl Raymund Popper” en: Spiegel, 23 de mar-
zo (Traducción de Luis Eduardo Hoyos en: Análisis político, No. 16, mayo-agosto de 1992, 
pp. 85-91. (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia).

Rawls, John 1972 A Theory of Justice. (Cambridge: Harvard University Press). 
 - 1993 Political Liberalism. (New York: Columbia University Press).
Strawson, P. F. 1974 Freedom and Resentement and other Essays. (London: Methuen).
Walzer, Michael 1994 Thick and Thin. Moral Argument at Home and Abroad. (Notre Dame: 

University of Notre Dame Press).
 - 1997 On Toleration. (New Haven and London: Yale University Press).
Wellmer, Albrecht, “Bedingungen einer demokratischen Kultur. Zur Debatte zwischen Libe-

ralen und Kommunitaristen” en: Brumlik, Micha u.  Brunkhorst, Hauke (Hrsg.) 1993, Ge-
mein schaft und Gerechtig keit. (Frankfurt, a.M.: Fischer) pp. 173-196.


